DOCTRINA DEL TC SOBRE DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE MUTUALIDADES NO INTEGRADAS EN LA SS
STC 86/1989

Principios propios de la mutualidades: principio de solidaridad y la ausencia de ánimo de lucro.
La competencia exclusiva sobre mutualismo de las CCAA debe tener en cuenta los límites de la competencia estatal ex art. 149.1.11 para la ordenación de seguros. El título estatal para la ordenación de los seguros concurre con otros títulos competenciales que igualmente limitan la competencia autonómica (STC 35/1992, FJ 3º), así, la legislación mercantil (art. 149.1.6º de la Constitución) en la medida «en que sea aplicable al mutualismo de previsión social»; y la competencia estatal para dictar bases y coordinar la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13 de la Constitución).

Las CCAA que ostenten competencia exclusiva sobre mutualidades no integradas en la SS deberán respetar las bases de ordenación de la actividad aseguradora.


Las normas básicas estatales sobre actividad aseguradora deben de respetar las peculiaridades del mutualismo de previsión social y además no pueden afectar al «régimen jurídico estructural y funcional de tales mutualidades que queda (en virtud de la asunción de competencia exclusiva) dentro del ámbito competencial de las Comunidades Autónomas».
El Estado puede dictar bases para la ordenación de los seguros privados que incidan en las mutualidades de previsión social en la medida en que las mutualidades lleven a cabo una actividad aseguradora. 

De un análisis de la STC 220/1992 se puede concluir que las bases tiene como objetivos:

a) Dotar de una regulación homogénea a la actividad aseguradora de las mutualidades de previsión social
b) Regular de manera homogénea la solvencia y la garantía financiera de las mutualidades de previsión social

El alcance de la normativa básica no puede llegar a regular el aspecto organizativo o estructural de las mutualidades ni a “otras funciones, aspectos que caen dentro de la órbita de las competencias exclusivas autonómicas”.

Normativa básica de rango reglamentario: La función de establecer normas básicas corresponde en principio al legislador estatal, pero, en determinados supuestos, también a la potestad reglamentaria.

 El Reglamento estatal puede completar a la Ley e imponerse como límite a la intervención normativa de las Comunidades con competencias, siempre y cuando no vaya más allá de lo previsto en la Ley previa. 

Definido lo básico en una Ley formal, la misma puede efectuar una habilitación para el desarrollo reglamentario en la medida indispensable para preservar un tratamiento uniforme en todo el Estado. La intervención complementaria del Reglamento en desarrollo de la Ley en esta tarea se justifica en el carácter marcadamente técnico de la actividad aseguradora, en general, y del mutualismo, en particular.
Extensión de las competencias autonómicas sobre la actividad aseguradora: Las CCAA  ostentan competencia normativa de desarrollo de las bases y ejecutiva para «ejercer las facultades administrativas correspondientes».
STC 220/1992:
Aspectos sustanciales de la normativa básica estatal en materia de mutualismo: El TC ha encuadrado dentro de la competencia exclusiva de normar lo básico del Estado: 

1. El concepto y los requisitos para la creación de estas entidades aseguradoras deben ser iguales en todo el Estado con el fin de garantizar su tratamiento uniforme
2. Respecto a la normativa reguladora de la constitución de las MPS : La regulación por el Estado de los requisitos fundacionales de las mutualidades de previsión social tiene carácter de básico con objeto de garantizar el ejercicio uniforme de esta actividad en todo el territorio del Estado.
3. La concesión de beneficios fiscales : El TC la atribuye al Estado argumentando que «es patente que sólo el Estado puede conceder beneficios fiscales previstos en su propia legislación»  y añade «sin perjuicio de que, en su caso, las Comunidades Autónomas competentes hagan otro tanto respecto de sus propios tributos». De ello se deduce que la normativa foral de los Territorios Históricos puede establecer sus propios beneficios fiscales para sus respectivos ámbitos territoriales.
4. La relación de riegos que pueden cubrir.

5. Los bienes que se pueden garantizar y sus límites

6. El contenido de las pólizas ajustadas a la normativa de seguros
7. El sometimiento a la técnica actuarial aseguradora del sistema de cuotas y aportaciones
8. La regulación de las provisiones técnicas. La razón que esgrime el TC para atribuirle la condición básica es que dicha regulación se encuentra relacionada con la actividad aseguradora y con la solvencia y garantía de estas Entidades. De esta manera, tendrán carácter básico la normativa reguladora del fondo mutual, del fondo de maniobra, el margen de solvencia y fondo de garantía. La condición de socio o mutualista según el TC es inseparable de la del tomador del seguro o asegurado.
9. La condición de socio o mutualista según el TC es inseparable de la del tomador del seguro o asegurado y por ello lo encuadra dentro de la actividad aseguradora.

10. El carácter gratuito de los administradores que no podrán percibir ninguna remuneración por su gestión es calificado como básico.
11. La obligación de llevar una contabilidad que se ajuste a los preceptos del Código de Comercio, Plan General del Contabilidad… El TC lo considera como una obligación derivada de la legislación mercantil.
12. Respecto a la normativa sobre disolución y liquidación: El TC ha confirmado el carácter básico de las causas de liquidación, el régimen de revocación de la autorización administrativa y de la liquidación. Concretamente el TC considera que la materia de liquidación corresponde a la actividad aseguradora y afecta a la solvencia y garantía de estas Entidades.
13. Respecto a la normativa sobre fusión o federación de montepíos y mutualidades,  el TC entiende que esta normativa completa lo dispuesto sobre escisión y fusión, no agota la competencia autonómica en la materia y contiene aspectos conectados con la actividad aseguradora para la consecución de un todo homogéneo. 
14. El Estado se atribuye competencia sancionadora en aquellos aspectos donde posee competencia para dictar y desarrollar la normativa básica. Para el TC esta atribución al Estado «se limita a hacer explícita una evidente regla de competencia y debe entenderse que ello no impide en modo alguno el ejercicio de dichas potestades normativas en virtud de los Estatutos». Concretamente, el Estado tipifica las infracciones administrativas, determinas las sanciones; establece la competencia y el procedimiento y las medidas cautelares.
15. En relación a la Orden  de 9 de abril de1987 que desarrolla el Reglamento de Entidades de Previsión Social en lo atinente a la regulación de los órganos sociales: Sobre los gastos de administración, ha declarado básico la fijación de un límite máximo del total de las cuotas recaudadas en el ejercicio. El TC entiende que esta previsión tiene como finalidad el garantizar la solidez financiera de las mutualidades en todo el territorio nacional y se permite que la CCAA competentes establezcan umbrales más altos y rigurosos.
16. Se permite a la Dirección General de Seguros exigir la intrumentalización de nuevos planes de reaseguro y la adaptación de los contratos al mismo. El TC entiende que esta previsión tiene conexión con la actividad aseguradora y además tiene como finalidad la garantía y la solvencia de las entidades financieras.
El TC ha encuadrado dentro de las competencias autonómicas exclusivas sobre mutualismo los puntos mas abajo relacionados, por entender que forman parte de la normativa reguladora de su constitución.  La razón que esgrime el TC para efectuar este encuadramiento es que se trata de «cuestiones todas ellas que por referirse a cuestiones internas y organizativas de las mutualidades» son de competencia exclusiva de las CCAA.
1.  Los requisitos con que habrán de adoptarse los acuerdos de fundación para la constitución de las MPV.
2.  Lo relativo a sus Estatutos y a las aportaciones de los socios y entidades o personas protectoras
3. La necesidad de formalizar el acuerdo de fundación en escritura pública. 
4. Solicitud y requisitos temporales y de procedimiento para obtener la correspondiente autorización administrativa. 
5. El patrimonio de las mutualidades.

6. Los modelos de pólizas o documentación contractual a utilizar, las bases técnicas para el cálculo de las cuotas o aportaciones, los gastos de administración y las provisiones técnicas.
7. Régimen y funcionamiento de los órganos sociales: asamblea general y condiciones de deliberación y votación, composición de la Junta Directiva,  régimen de asistencia, comisión de control, etc.
8. La previsión de que los Estatutos deberán contener normas concretas para que se produzca una participación efectiva de los mutualistas en el gobierno de la entidad. Según el TC esta previsión afecta a una cuestión estatutaria y de organización.[image: image1.png]
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� El entrecomillado es un cajón de sastre de formulación bastante ambigua
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